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Santiago, veintisiete de agosto de dos mil veinticinco. 

Vistos y teniendo presente:

PRIMERO: Que,  en  estos  autos  sobre  demanda  de 

indemnización de perjuicios, rol de esta Corte Suprema Nº 

30.811-2025, caratulados “ Navea/Rivera”, de conformidad 

con lo dispuesto en los artículos 781 y 782 del Código de 

Procedimiento Civil, se ha ordenado dar cuenta de los 

recursos de casación en la forma y en el fondo deducido 

por la parte demandada en contra de la sentencia dictada 

por la Corte de Apelaciones de Valparaíso, que revocó la 

sentencia definitiva apelada de primera instancia, y en 

su lugar acogió la demanda condenando al pago de $ 75.574 

por  concepto  de  daño  emergente  y  $  5.000.000,  por 

concepto de daño moral.

I.- En cuanto al recurso de casación en la forma.

SEGUNDO: Que,  mediante  este  arbitrio,  se  esgrime 

como causal de nulidad formal la prevista en el artículo 

768 N° 5 en relación al numeral 4 del artículo 170, ambos 

del  Código  de  Procedimiento  Civil,  aduciendo  que  no 

contienen la exposición de las consideraciones de hecho y 

de derecho que le sirven de fundamento, toda vez que ha 
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omitido: las consideraciones sobre la apreciación de la 

prueba documental rendida en la causa; el señalamiento de 

los hechos que sirven de apoyo a peticiones de las partes 

y consideraciones para estimarlos o no como comprobados; 

las  consideraciones  en  virtud  de  las  cuales  el 

sentenciador llegó a la convicción en el establecimiento 

de los hechos que sirven de fundamento a su decisión de 

negar  lugar  a  la  excepción  de  falta  de  legitimación 

activa.

TERCERO: Que,  respecto  a  la  causal,  esta  Corte 

considera oportuno recordar que tal como lo ha sostenido 

con anterioridad, el vicio formal invocado concurre en el 

caso  que  la  sentencia  impugnada  carezca  de  las 

consideraciones  fácticas  o  jurídicas  que  le  sirven  de 

sustento, pero no tiene lugar cuando aquéllas existen, 

pero no se ajustan a la tesis postulada por la parte 

recurrente, cuyo es del caso de autos.

CUARTO: Que,  en  la  especie,  los  sentenciadores  de 

segundo grado dieron razones para revocar el fallo de 

primer grado y acoger la demanda señalando que, en lo que 

respecta  a  la  primera  alegación,  si  bien  la  parte 

VXQGBBMYWXX



3

demandada acompaña una serie de documentos que dan cuenta 

que la calle Béjares forma parte de la circunvalación con 

calle Prat que determina el límite entre las comunas de 

Los Andes y Calle Larga, lo cierto es que, como ya se 

adelantó el accidente ocurrió en calle Béjares 226, Los 

Andes, según el parte de la Tercera Comisar a de esa 

ciudad que, por corresponderle, concurrir al lugar de los 

hechos. Agregando los sentenciadores que los inspectores 

municipales  no  cumplieron  con  su  deber  de  vigilar  el 

estado de la vía por la que circulaba el demandante y dar 

cuenta  de  su  mal  estado  al  juzgado  de  Policía  Local 

correspondiente y, sobre todo de señalizar un obstáculo 

que constituía un peligro inminente para la población, lo 

que  configura  una  falta  de  servicio,  que  tuvo 

consecuencias dañosas para el actor.

En relación a la naturaleza y el monto de los da os 

sufridos por el demandante, refieren que en cuanto al 

daño emergente con los documentos acompañados a folio 50 

es posible tener por acreditado un gasto por la suma de $ 

75.574 (setenta y cinco mil quinientos setenta y cuatro 

pesos),  correspondiente  al  copago  de  bonos  y  pago  de 
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boletas correspondientes a las atenciones del actor luego 

del  accidente.  En  cuanto  al  daño  moral  indican  que 

considerando el mérito de los documentos referidos en el 

párrafo segundo de este fundamento, más la constancia de 

atención médica en  el hospital San Juan de Dios y en el 

CESFAM, ambos de la ciudad de Los Andes, unido a las 

fotografías que dan cuenta de las lesiones sufridas por 

el actor y las declaraciones de los testigos presentados 

por la parte demandante, es posible tener por acreditado 

que  el  actor  sufrió  lesiones  físicas  en  ambas 

extremidades, que lo mantuvieron bajo atención médica por 

al menos 15 días, según aparece de la fecha de los bonos 

y  las  boletas  acompañadas  por  este  y  que  ello, 

indudablemente  le  ocasionó  dolor  físico  y  modificó  el 

curso normal de su vida, lo que, además, debió haberle 

ocasionado problemas psicológicos al verse impedido de 

realizar sus actividades normales, esta Corte estima que 

han de ser indemnizados, regulando su monto en la suma de 

$ 5.000.000 (cinco millones de pesos), desestimando el 

lucro cesante por falta de prueba.
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QUINTO: Que, en consecuencia, queda en evidencia que 

no se configura en la especie el vicio de nulidad formal 

alegado, de modo que el recurso de la demandada no podrá 

prosperar, en este punto.

II.- En cuanto al recurso de casación en el fondo.

SEXTO: Que, en su arbitrio de nulidad sustancial, la 

demandada  denuncia  como  primer  error  de  derecho 

infracción  de  Ley  por  omisión  o  no  aplicación  del 

artículo 96 de la Ley N° 18.290 de Tránsito, al respecto 

la  distinción  efectuada  por  el  tribunal  de  alzada  es 

contraria a derecho, pues separa la responsabilidad del 

organismo que administra y ejecuta una obra en las vías 

urbanas, de la responsabilidad de quien debe señalizar la 

mismas, confundiendo esta responsabilidad con la que le 

asiste a las municipalidades respecto de la instalación y 

mantención  de  la  señalización  del  tránsito  en  dichas 

vías. Al efecto se debe precisar que quien ejecuta una 

obra en un camino público, sea el Ministerio de Obras 

Públicas,  una  empresa  de  suministros  básicos  (Esval, 

Chilquinta,…) o cualquier otra entidad, está obligada a 

señalizar  sus  obras  y  avisar  de  las  mismas,  en  el 
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presente caso tal cual consta de las fotos acompañadas 

por la parte demandante en primera instancia (folio 50), 

los escombros corresponden a la reparación de la calzada 

(zona de circulación de los vehículos) de calle Béjares, 

la  cual  es  administrada  por  el  Ministerio  de  Obras 

Públicas, en virtud del D.S. N° 1820 de 31 de diciembre 

de 2018, en consecuencia, la infracción de ley se produce 

al  no  aplicar  el  artículo  96  citado  y  distinguir 

improcedentemente  entre  el  responsable  de  la 

administración y el obligado a la señalización, lo que 

influyó  sustancialmente  en  la  decisión  de  revocar  la 

sentencia apelada por la contraria y no dar lugar a la 

excepción de falta de legitimación pasiva interpuesta por 

la demandada.

SEPTIMO:  Que,  como  segundo  error  de  derecho,  la 

recurrente denuncia la infracción del DS N° 1820 de 31 de 

diciembre de 2018 que modifica el Decreto N°201 del año 

2006,  del  Ministerio  de  Obras  Públicas,  y  errada 

interpretación  y  aplicación  del  Dictamen  de  la 

Contraloría  N°  5207  de  2021,  si  bien  el  tribunal  de 

alzada  cita  correctamente  el  DS  N°  1820  de  31  de 
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diciembre de 2018 que modifica el Decreto N°201 del año 

2006,  del  Ministerio  de  Obras  Públicas,  sobre 

interconexión  y  límites  urbanos,  le  relaciona  e 

interpreta erróneamente a la luz de lo señalado por el 

Dictamen de la Contraloría N° 5207 de 2021, la infracción 

de ley efectuada por el por el Tribunal de alzada al 

interpretar  erróneamente  estos  preceptos,  influyó 

sustancialmente en la decisión de revocar la sentencia 

apelada por la contraria y no dar lugar a la excepción de 

falta de legitimación pasiva interpuesta por su parte.

OCTAVO: Que, como tercera infracción legal señala la 

recurrente  la  infracción  del  artículo  16  de  la  Ley 

15.840, la cita del artículo 16 es parcial e incompleta 

en lo que respecta al presente caso, pues omite lo más 

importante,  esto  es,  lo  preceptuado  en  dicho  artículo 

sobre  los  caminos  urbanos  bajo  administración  del 

Ministerio  de  Obras  Públicas  por  Decreto  Supremo,  la 

norma citada, tanto en su versión derogada, como en la 

vigente, se establece que la encargada de la construcción 

de los mismos y mantención es la Dirección de Vialidad 

dependiente del Ministerio de Obras Públicas y por lo 
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mismo es ella la responsable de los trabajos que en esas 

vías  se  ejecuten,  de  su  señalización  y  dar  aviso  a 

Carabineros  antes  de  ejecutarlos,  y  de  en  caso  de 

incumplimiento  son  responsables  del  perjuicio  causado 

conforme lo dispone el artículo 96 de la Ley 18.290, ya 

que la ley 15.840 citada, refundida por el DFL 850, no le 

exime de su responsabilidad.

NOVENO:  Que,  la  recurrente  denuncia  como  cuarto 

error de derecho la errada interpretación y aplicación 

del artículo 5° letra c de la Ley N° 18.695, la norma 

citada  dispone  una  regla  general  que  establece  la 

responsabilidad general de las Municipalidades respecto 

de los bienes municipales y nacionales de uso público, 

sin embargo, el mismo artículo establece las excepciones 

a dicha regla general, dentro de las cuales se enmarca el 

caso de autos en que por Decreto Supremo se estableció 

que  la  administración  de  calle  Béjares  corresponde  al 

Ministerio  de  Obras  Públicas.  La  infracción  de  ley 

efectuada  por  el  por  el  juzgador  al  interpretar 

erradamente el artículo 5° citado y no circunscribir el 

presente caso dentro de la excepción que dicho artículo 
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establece,  influyó  sustancialmente  en  la  decisión  de 

revocar la sentencia apelada por la contraria y no dar 

lugar  a  la  excepción  de  falta  de  legitimación  pasiva 

interpuesta por la I. Municipalidad de Los Andes

DECIMO:  Que,  la  recurrente  denuncia  como  quinto 

error de derecho la errada interpretación y aplicación 

del inciso quinto del artículo 94, 169 y artículo 188 de 

la Ley N° 18.290, puesto que no solo las Municipalidades 

son responsables de los daños causados por el mal estado 

de una vía, también lo puede ser el Fisco, en este caso 

lo  es,  atendido  que  calle  Béjares  está  bajo  la 

administración del Ministerio de Obras Públicas y no de 

su parte. Por lo mismo, la acción debió impetrarse en 

contra el Ministerio de Obras Públicas (Fisco) y debió 

hacerse en un procedimiento sumario conforme se dispone 

el artículo 169 citado.

UNDECIMO:  Que,  el  artículo  782  del  Código  de 

Procedimiento  Civil,  indica:  “Elevado  un  proceso  en 

casación de fondo, el tribunal examinará en cuenta si la 

sentencia objeto del recurso es de aquéllas contra las 

cuales lo concede la ley y si éste reúne los requisitos 

VXQGBBMYWXX



10

que  se  establecen  en  los  incisos  primeros  de  los 

artículos 772 y 776.

La misma sala, aun cuando se reúnan los requisitos 

establecidos en el inciso precedente, podrá rechazarlo de 

inmediato  si,  en  opinión  unánime  de  sus  integrantes, 

adolece de manifiesta falta de fundamento.

Esta resolución deberá ser, a lo menos, someramente 

fundada y será susceptible del recurso de reposición que 

establece el inciso final del artículo 781”.

DUODECIMO:  Que, en lo que interesa al arbitrio en 

examen,  es  un  hecho  establecido  por  los  jueces  de 

instancia que se tuvo por acreditado:

A) Que el 13 de diciembre del año 2022, alrededor 

de las 22:40 horas, en circunstancias que el demandante 

don  Miguel  Navea  Roldan  conducía  su  motocicleta  marca 

Motorad, modelo ZX335-CC, año 2021, Placa Patente RDX-91, 

por calle Béjares con dirección Sur, realizó una maniobra 

de adelantamiento en la calle en comento, momento en el 

cual se enfrentó con un montículo de escombros que se 

encontraban en plena vía de tránsito, específicamente a 

la  altura  del  número  226  de  la  misma  calle, 
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obstaculizando el desplazamiento total de vehículos por 

esa  parte  de  la  calzada,  razón  por  la  cual  impacta 

inmediatamente  con  los  escombros  señalados  y  en 

consecuencia  de  dicho  impacto  sale  eyectado  desde  la 

motocicleta aproximadamente 15 metros, quedando tendido 

en la calzada. Lo anterior queda acreditado con el parte 

N° 02619, emitido por la Tercera Comisaría de Los Andes, 

de 13 de diciembre de 2022 y las imágenes del lugar del 

accidente y los escombros después del accidente. 

B) Que  con  ocasión  del  accidente  el  ofendido 

sufrió  lesiones  consistentes  en  herida  contusa  en  su 

pierna  derecha  y  contusión  de  cadera  izquierda,  según 

certificado médico emitido por el Hospital San Juan de 

Dios de Los Andes, N° 2835782, de fecha 13 de diciembre 

de 2022 y las imágenes de dichas lesiones. 

C) Que los escombros que se encontraban en la vía 

pública no tenían señalización alguna. Así dan cuenta los 

testigos  que  deponen  por  la  parte  demandante,  William 

Alejandro Casanova Ortiz y Elena del Carmen Urrea Ortiz, 

el parte de carabineros N°02619, emitido por la Tercera 

Comisaría de Los Andes, de 13 de diciembre de 2022 y, las 
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imágenes  del  lugar  del  accidente  después  de  ocurrido 

éste. 

D) Que, si bien la calle Béjares corresponde a la 

circunvalación con Arturo Prat, el accidente se produjo 

en calle Béjares 226 de la comuna de Los Andes. Así da 

cuenta el Parte de Carabineros antes referido. 

E) Que, la referida calle Béjares se encuentra en 

la vía urbana. 

F) Que,  con  ocasión  de  sus  lesiones  el  actor 

incurrió en gastos médicos según dan cuenta certificado 

médico  del  CESFAM  Centenario,  emitido  y  firmado  por 

Betzabet González Carrillo, de fecha 14 de marzo de 2023. 

Orden  de  atención  de  pruebas  diagnósticas  emitido  por 

CESFAM Centenario y firmada por Fernando Aguilar Guzmán, 

de fecha 27 de diciembre de 2022. Los Bonos de atención 

ambulatoria N° 841052125, N° 841062369, N° 841748569, N° 

841061916,  todos  emitidos  por  Fonasa  y  las  Boletas 

electrónicas N° 2026267, emitida por Farmacia Cruz Verde, 

y  la  Boleta  electrónica  N°  262068728,  emitida  por 

Farmacia Ahumada. 
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G)  Que la motocicleta del actor quedó totalmente 

destruida.  Así  aparece  de  las  fotografías  de  ésta 

captadas luego del accidente.

DÉCIMO  TERCERO:  Que,  sobre  la  base  de  tales 

antecedentes fácticos, en lo que importa al recurso, la 

sentencia  impugnada  revocó  la  sentencia  de  primera 

instancia  y  acogió  la  acción  razonando  conforme  ha 

quedado consignado en el considerando cuarto precedente.

DECIMO CUARTO: Que, tal como lo ha resuelto esta 

Corte en fallos anteriores que versan sobre la materia de 

que trata el recurso, efectivamente, por una parte, recae 

sobre la administración municipal la responsabilidad de 

velar por el buen estado de las calles y aceras que se 

encuentran en el radio comunal respectivo. Tal decisión 

se funda en la normativa legal que regula su actuación: 

A) De  la  Ley  N°  18.695  de  1986,  Orgánica 

Constitucional de Municipalidades: 

A.1 El  artículo  5  letra  c),  que  confía  a  los 

municipios la administración de los bienes municipales y 

nacionales de uso público existentes en la comuna, salvo 

que, en atención a su naturaleza o fines y de conformidad 
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a la ley, la administración de estos últimos corresponda 

a otros órganos de la Administración del Estado;

A.2 El  artículo  26  letra  c),  que  asigna  a  las 

municipalidades, por medio de la unidad de tránsito y 

transporte público, la función de señalizar adecuadamente 

las vías públicas; y 

A.3 El  artículo  152,  según  el  cual  las 

municipalidades  incurrirán  en  responsabilidad  por  los 

daños  que  causen,  la  que  procederá  principalmente  por 

falta de servicio. 

B) De la Ley N° 18.290 de 1984, cuyo texto refundido 

se fijó por el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 27 de 

diciembre de 2007: 

B.1 El artículo 94, que establece la responsabilidad 

de  las  municipalidades  respecto  de  la  instalación  y 

mantención de la señalización del tránsito, salvo cuando 

se  trate  de  vías  cuya  instalación  y  mantención 

corresponda al Ministerio de Obras Públicas; 

B.2 El  artículo  188,  de  acuerdo  con  el  cual  los 

inspectores municipales tomarán nota de todo desperfecto 

en  calzadas  y  aceras  a  fin  de  comunicarlo  a  la 
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repartición  o  empresa  correspondiente  para  que  sea 

subsanado; y

B.3 El artículo 169 inciso 5°, precepto en que se 

dispone que la municipalidad respectiva o el Fisco, en su 

caso, serán responsables civilmente de los daños que se 

causaren con ocasión de un accidente que sea consecuencia 

del mal estado de las vías públicas o de su falta o 

inadecuada señalización.

DECIMO  QUINTO: Que,  en  efecto,  de  acuerdo  al 

artículo 5° letra c) de su Ley Orgánica Constitucional, a 

las  municipalidades  compete  la  función  y  el  deber  de 

administrar los bienes nacionales de uso público ubicados 

dentro de su comuna. A su vez la letra c) del artículo 26 

del mismo texto legal asigna a las municipalidades la 

función  de  señalizar  adecuadamente  las  vías  públicas. 

Estas funciones y deberes, acorde con lo dispuesto en el 

inciso 5° del artículo 169 de la Ley N° 18.290 sobre 

Tránsito, sólo pueden ser entendidos como el despliegue 

del cuidado y diligencia necesarios para la mantención y 

conservación de esos bienes con el fin de evitar daños a 

la  integridad física  y a  los bienes  de las  personas, 
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puesto que la municipalidad respectiva será civilmente 

responsable de los daños que se provocaren con ocasión de 

un accidente que sea consecuencia del mal estado de las 

vías públicas o de su falta o inadecuada señalización. 

DECIMO  SEXTO: Que,  sin  embargo,  la  misma 

jurisprudencia de esta Corte ha señalado que la función 

general de cuidado que entrega la disposición mencionada 

en el motivo que antecede, sobre las calles y veredas 

situadas dentro de la respectiva comuna, debe ejercerse 

“sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  que  pudiera 

corresponder  a  otros  órganos  públicos  o  a  empresas 

concesionarias  de  servicios  públicos  respecto  de 

instalaciones específicas”.

DECIMO SEPTIMO: Que, al haber alcanzado los jueces 

de la instancia en su fallo una decisión en el sentido 

recién  indicado,  aplicando  correctamente  los  preceptos 

legales atingentes a la materia, que en lo medular se dan 

por infringidos en el arbitrio en estudio, determina que 

no han incurrido en los errores de derecho que se les 

atribuye, razón por la que el recurso de casación en el 

fondo  no  puede  prosperar,  por  manifiesta  falta  de 
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fundamentos.

Por estas consideraciones, y de conformidad, además, 

con lo dispuesto en los artículos 764, 767, 781 y 782 del 

Código de Procedimiento Civil, se declara inadmisible el 

recurso de casación en la forma y se rechaza el recurso 

de casación en el fondo, deducidos en lo principal de la 

presentación de diez de julio del año en curso por la 

demandada  en  contra  de  la  sentencia  de  veintitrés  de 

junio  del  año  en  curso  dictada  por  la  Corte  de 

Apelaciones de Valparaíso.

Regístrese y devuélvase.

Rol Nº 30.811-2025.
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Pronunciado por la Tercera Sala de la Corte Suprema integrada por los
Ministros (as) Adelita Inés Ravanales A., Jean Pierre Matus A., Ministra
Suplente Eliana Victoria Quezada M. y los Abogados (as) Integrantes Jose
Miguel Valdivia O., Eduardo Nelson Gandulfo R. Santiago, veintisiete de
agosto de dos mil veinticinco.

En Santiago, a veintisiete de agosto de dos mil veinticinco, se incluyó en el
Estado Diario la resolución precedente.
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